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Circular de noticias fiscales del 26 al 30 de junio de 2023. 
 
Diario Oficial de la Federación. 
 
Se publica CUARTA Resolución de Modificaciones a la 
Resolución Miscelánea Fiscal para 2023. 
 
El pasado 26 de junio de 2023, el  SAT publica la Cuarta 
Resolución de Modificaciones a la Miscelánea Fiscal para 
2023 en las que Se reforman las reglas 4.5.1., tercer párrafo, 
fracciones I y II y 13.1., fracción IV, y se adicionan las reglas 
10.28.; 10.29.; 10.30.; 10.31.; 10.32. y 13.1. las cuales van 
dirigidas a operadores de áreas unificadas. 
 
Fuente: 

https://www.dof.gob.mx/nota_detalle.php?codigo=56
93334&fecha=26/06/2023#gsc.tab=0 
 
 
SAT publica oficio 500-05-2023-4215. 
 
El pasado 27 de junio el SAT publicó el oficio 500-05-2023-
4215, mediante el cual se comunica listado global definitivo 
en términos del artículo 69-B, párrafo cuarto del Código Fiscal 
de la Federación. 

 
Fuente: 
https://www.dof.gob.mx/nota_detalle.php?codigo=5693475
&fecha=27/06/2023#gsc.tab=0 
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SAT publica oficio 500-05-2023-15469. 
El pasado 29 de junio de 2023, el SAT publicó oficio 500-05-2023-15469, en el que se comunica el listado global 
de presunción de contribuyentes que se ubicaron en el supuesto previsto en el artículo 69-B, párrafo primero 
del Código Fiscal de la Federación. 

 
Fuente: 
https://www.dof.gob.mx/nota_detalle.php?codigo=5693759&fecha=29/06/2023#gsc.tab=0 
 

El Presidente de la República emite Decreto que reforma el diverso por el que se fomenta la 
regularización de vehículos usados de procedencia extranjera. 
El pasado 30 de junio de 2023 en el Diario Oficial de la Federación (DOF) la Presidencia de la República 
en donde se posibilita para las personas físicas que residan en los estados de Baja California, Baja 
California Sur, Chihuahua, Coahuila de Zaragoza, Durango, Jalisco, Michoacán de Ocampo, Nayarit, 
Nuevo León, San Luis Potosí, Sinaloa, Sonora, Tamaulipas, Tlaxcala y Zacatecas para regularizar los 
vehículos usados de procedencia extranjera. El plazo para realizar la regularización va desde el 01 de 
enero al 30 de septiembre de 2023. 
 
Fuente: https://www.dof.gob.mx/nota_detalle.php?codigo=5694085&fecha=30/06/2023#gsc.tab=0 
 
 

Criterios del Poder Judicial de la Federación. 

 
Registro digital: 2026815 
Instancia: Plenos de Circuito 
Undécima Época 
Materias(s): Administrativa 
Tesis: PC.XIX. J/4 A (11a.) 
Fuente: Semanario Judicial de la Federación.  
Tipo: Jurisprudencia 
 
LA COMUNICACIÓN QUE REALIZA EL DEPARTAMENTO DE JUSTICIA DE LOS ESTADOS UNIDOS DE AMÉRICA 
POR MEDIO DE LA CUAL SOLICITA A LA UNIDAD DE INTELIGENCIA FINANCIERA LA POSIBILIDAD DE REALIZAR 
EL BLOQUEO DE CUENTAS BANCARIAS DE PERSONAS PRESUNTAMENTE INVOLUCRADAS EN LA 
REALIZACIÓN DE CONDUCTAS CRIMINALES RELACIONADAS CON EL LAVADO DE ACTIVOS, CONSTITUYE UNA 

https://www.dof.gob.mx/nota_detalle.php?codigo=5693759&fecha=29/06/2023#gsc.tab=0
https://www.dof.gob.mx/nota_detalle.php?codigo=5694085&fecha=30/06/2023#gsc.tab=0
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SOLICITUD EXPRESA SUFICIENTE PARA REALIZAR EL BLOQUEO E INMOVILIZACIÓN DE LAS MISMAS EN 
TÉRMINOS DEL NUMERAL 115 DE LA LEY DE INSTITUCIONES DE CRÉDITO. 
Hechos: La Unidad de Inteligencia Financiera de la Secretaría de Hacienda y Crédito Público emitió un Acuerdo 
por medio del cual da a conocer la "Lista de Personas Bloqueadas", conforme a la aplicación del artículo 115 
de la Ley de Instituciones de Crédito, lo que justificó atento al oficio de cuatro de mayo de dos mil veintiuno 
signado por el agregado jurídico del Departamento de Justicia de los Estados Unidos de América. En contra de 
dicho Acuerdo, dos quejosos ubicados en la citada lista promovieron juicio de amparo, a quienes los Jueces 
de Distrito respectivos, les negaron la suspensión definitiva en contra de dicho acuerdo por considerar que la 
autoridad fiscal actuó en cumplimiento de una obligación de carácter bilateral asumida por el Estado 
Mexicano. En revisión, el Primer Tribunal Colegiado del Décimo Noveno Circuito, en Reynosa, Tamaulipas, 
reiteró la negativa de la suspensión por considerar que con el documento suscrito por el agregado jurídico del 
Departamento de Justicia de los Estados Unidos de América, se colma el criterio sostenido por la Segunda Sala 
de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la jurisprudencia 2a./J. 46/2018 (10a.), al tratarse de un acto 
emitido en cumplimiento de una obligación de carácter bilateral o multilateral asumida por México. 
En contraposición a ello, el Segundo Tribunal Colegiado del Décimo Noveno Circuito en Reynosa, Tamaulipas, 
revocó la negativa de la suspensión y concedió la medida cautelar solicitada para efecto de que el quejoso 
pudiera disponer de los recursos de las cuentas bloqueadas, dado que, a su consideración, el documento 
suscrito por el agregado jurídico del Departamento de Justicia de los Estados Unidos de América no contiene 
una solicitud expresa de bloqueo o inmovilización bancaria, aunado a que no alude a un tratado u obligación 
internacional o multilateral que deba cumplimentarse, razón por la cual estimó que no se encuentra en los 
supuestos de excepción a que se refiere la jurisprudencia 2a./J. 46/2018 (10a.), por lo que concluyó que el 
acuerdo reclamado se emitió única y exclusivamente en el derecho interno. 
 
Criterio jurídico: El Pleno del Décimo Noveno Circuito determina que la comunicación oficial realizada por el 
Departamento de Justicia de los Estados Unidos de América, por medio de la cual solicita asistencia jurídica a 
la Unidad de Inteligencia Financiera con el objeto de que la autoridad nacional valore la posibilidad de 
bloquear determinadas cuentas bancarias de sujetos investigados por estar presumiblemente vinculados con 
el lavado de activos, constituye una solicitud expresa, en términos de lo resuelto por la Segunda Sala de la 
Suprema Corte de Justicia de la Nación en la jurisprudencia 2a./J. 46/2018 (10a.) a efecto de que la Unidad en 
mención, en cumplimiento a los compromisos bilaterales y multilaterales que guarda con el Estado requirente 
para el combate y prevención del delito de lavado de activos, pueda realizar el bloqueo de cuentas bancarias 
en términos del artículo 115 de la Ley de Instituciones de Crédito, en correlación con las Disposiciones de 
Carácter General 70, 71, 72 y 73 a que se refiere dicho artículo. 
 
Justificación: Conforme a lo resuelto por la Segunda Sala del Máximo Tribunal del País, se tiene que la 
cooperación internacional a que se refiere la jurisprudencia 2a./J. 46/2018 (10a.), la constituye la 
comunicación oficial que realiza la autoridad requirente a efecto de que preste la asistencia solicitada al Estado 
Mexicano que tenga por objeto cumplimentar obligaciones internacionales tendentes al combate del delito 
de lavado de activos, al margen de que se hubiere dejado a la autoridad nacional la posibilidad de valorar la 
inmovilización, puesto que la cooperación internacional no se rige por el cumplimiento de solicitudes 
impositivas, sino de ayuda mutua y respeto soberano. Lo anterior es así, dado que la cooperación internacional 
que estudió la Sala, es aquella que asume el Estado Mexicano conforme a los tratados internacionales de los 
que forme parte y, por tanto, está obligado a conducirse conforme al objetivo de los instrumentos 
internacionales. Ello, dado que la Segunda Sala fue enfática en determinar que México debe cumplir con la 
implementación de los estándares internacionales en materia de prevención y combate a los delitos de: (i) 
lavado de dinero; (ii) financiamiento al terrorismo; y, (iii) proliferación de armas de destrucción masiva; para 
lo cual, deberá prever acciones tales como la identificación, detección y aseguramiento de los fondos 
utilizados o asignados para la comisión de tales conductas. Y para ello citó como ejemplo los grupos 
internacionales de que forma parte, caso concreto el Grupo de Acción Financiera Internacional, la 
Organización de las Naciones Unidas, en términos de la Convención de las Naciones Unidas contra la 
Delincuencia Organizada Transnacional. Ese hecho conlleva la obligación internacional de combatir el lavado 
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de activos y el financiamiento del terrorismo, dado que, por una parte, el Estado Mexicano debe coadyuvar 
en la implementación de un régimen efectivo para la prevención de operaciones con recursos de procedencia 
ilícita a través de actos realizados dentro del sistema financiero mexicano y, por otra, debe cumplir con los 
compromisos internacionales que ha adquirido. Luego, si el agregado jurídico del Departamento de Justicia 
de los Estados Unidos de América es una dependencia de los Estados Unidos de América, Estado que de igual 
forma es integrante del "Grupo de Acción Financiera Internacional" y de la Organización de las Naciones 
Unidas, claro está que la solicitud de asistencia jurídica mutua por medio de la cual se solicita la posibilidad de 
bloquear cuentas bancarias de personas que presumiblemente están relacionadas con el delito de lavado de 
activos, constituye la solicitud expresa a que se refiere la jurisprudencia 2a./J. 46/2018 (10a.), a bien de que 
la autoridad nacional pueda aplicar el supuesto de excepción a que se refiere dicho criterio en términos del 
artículo 115 de la Ley de Instituciones de Crédito, en correlación con las Disposiciones de Carácter General 70, 
71, 72 y 73 a que se refiere dicho artículo, dado que se materializa el compromiso que tiene nuestro país para 
el combate y prevención del delito de lavado de activos, en términos de los compromisos internacionales que 
México ha asumido.  
 
PLENO DEL DECIMONOVENO CIRCUITO. 
Contradicción de criterios 3/2022. Entre los sustentados por los Tribunales Primero y Segundo Colegiados del 
Décimo Noveno Circuito, ambos con sede en Reynosa, Tamaulipas. 13 de diciembre de 2022. Aprobado por 
mayoría de votos de los Magistrados Olga Iliana Saldaña Durán (Magistrada Decana), Gerardo Octavio García 
Ramos, Mauricio Fernández de la Mora, Carlos Martín Hernández Carlos, Javier Loyola Zosa (ponente), con el 
voto en contra del Magistrado Osbaldo López García (presidente) quien formula voto particular, integrantes 
del Pleno del Decimonoveno Circuito, con residencia en Ciudad Victoria, Tamaulipas. Ponente: Javier Loyola 
Zosa. Secretario: Fernando López Cabrera. 
Criterios contendientes: 
 
El sustentado por el Primer Tribunal Colegiado del Décimo Noveno Circuito, al resolver el incidente en revisión 
225/2021, y el diverso sustentado por el Segundo Tribunal Colegiado del Décimo Noveno Circuito, al resolver 
el incidente en revisión 2/2022. 
Nota: La tesis de jurisprudencia 2a./J. 46/2018 (10a.) de título y subtítulo: "ACTOS, OPERACIONES O SERVICIOS 
BANCARIOS. SU BLOQUEO ES CONSTITUCIONAL CUANDO SE REALIZA PARA CUMPLIR COMPROMISOS 
INTERNACIONALES (INTERPRETACIÓN CONFORME DEL ARTÍCULO 115 DE LA LEY DE INSTITUCIONES DE 
CRÉDITO)." citada, aparece publicada en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 18 de mayo de 
2018 a las 10:23 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 54, Tomo 
II, mayo de 2018, página 1270, con número de registro digital: 2016903. 
Esta tesis se publicó el viernes 30 de junio de 2023 a las 10:36 horas en el Semanario Judicial de la Federación 
y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 03 de julio de 2023, para los efectos 
previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021. 
 
Registro digital: 2026788 
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito 
Undécima Época 
Materias(s): Laboral 
Tesis: (X Región)3o.2 L (11a.) 
Fuente: Semanario Judicial de la Federación.  
Tipo: Aislada 
ACTO EQUIPARABLE AL DE AUTORIDAD PARA EFECTOS DE LA PROCEDENCIA DEL JUICIO DE AMPARO. LO 
CONSTITUYE LA OMISIÓN DE UNA ASEGURADORA PRIVADA DE RECIBIR Y DAR RESPUESTA A UNA 
SOLICITUD FORMULADA EN EJERCICIO DEL DERECHO DE PETICIÓN EN MATERIA DE PENSIONES. 
 
Hechos: El quejoso reclamó de un asegurador privado en materia de pensiones la omisión de recibir y dar 
respuesta a su solicitud de cumplimiento relativa a una resolución de pago de pensión por viudez a su favor, 
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emitida por el Instituto Mexicano del Seguro Social (IMSS), más incrementos, con motivo del fallecimiento de 
su esposa, quien previamente había celebrado un contrato de seguro en materia de pensiones. Por su parte, 
el asegurador privado omitió rendir su informe justificado, con lo que se generó la presunción de certeza de 
los actos reclamados que le fueron atribuidos. 
 
Criterio jurídico: Este Tribunal Colegiado de Circuito determina que la omisión de recibir y dar respuesta a una 
solicitud formulada en ejercicio del derecho de petición en materia de pensiones por parte de una aseguradora 
privada, constituye un acto equiparable al de autoridad para efectos de la procedencia del juicio de amparo. 
 
Justificación: La aseguradora privada en materia de pensiones, señalada como autoridad responsable en el 
juicio de amparo, tiene esa calidad en términos del artículo 5o., fracción II, de la Ley de Amparo, al realizar 
actos equivalentes a los de autoridad en relación con el derecho fundamental de petición, cuando se le 
atribuye la omisión de recibir y responder una solicitud en materia de pensiones, la que, de ser cierta, crearía, 
modificaría o extinguiría situaciones jurídicas, en el caso, la respuesta sobre la procedencia o no de la solicitud 
de cumplimiento a la resolución de pensión de una institución de seguridad social en favor del quejoso. Su 
actuación, acorde con el artículo 123, apartado A, fracción XXIX, de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos, en relación con los diversos 127 y 159, fracción IV, de la Ley del Seguro Social, 80 de la Ley 
de los Sistemas de Ahorro para el Retiro, 25, 26 y 27 de la Ley de Instituciones de Seguros y de Fianzas, y con 
la tesis aislada 1a. XXI/2022 (10a.), de la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, de rubro: 
"CARTA DE RECHAZO DE LA COBERTURA DE UN SEGURO DE GASTOS MÉDICOS MAYORES EN FAVOR DEL HIJO 
O HIJA RECIÉN NACIDA DE LA PERSONA ASEGURADA. NO SE ACTUALIZA UNA CAUSA NOTORIA NI MANIFIESTA 
DE IMPROCEDENCIA CUANDO SE PROMUEVE JUICIO DE AMPARO INDIRECTO EN SU CONTRA, PUES EXISTE LA 
POSIBILIDAD DE QUE SE TRATE DE UN ACTO EQUIPARABLE A UNO DE AUTORIDAD PARA EFECTOS DEL JUICIO 
DE AMPARO, POR ESTAR INMERSO EL DERECHO A LA SALUD, EN CONDICIONES DE IGUALDAD Y NO 
DISCRIMINACIÓN.", la lleva a cabo en ejercicio de una autorización especial conferida por el Estado, donde 
uno de los bienes jurídicos protegidos mediante la celebración de los contratos de seguros relacionados con 
aquellos que tengan como base planes de pensiones o de supervivencia derivados de las leyes de seguridad 
social, es el acceso a los seguros en materia de pensiones por parte de los asegurados, pensionados, jubilados 
o beneficiarios. En vía de consecuencia, el correlativo derecho de petición reconocido en el artículo 8o. 
constitucional sustenta la obligación de estos entes de recibir y contestar en breve término cualquier solicitud 
formulada por escrito por los particulares, cuando esté relacionada con la materia de pensiones, debido a que 
en este caso es necesario garantizar la protección efectiva de ese derecho humano, con la finalidad de que el 
asegurador privado dé respuesta a la solicitud. Máxime que las funciones del asegurador privado en materia 
de pensiones, determinadas por las citadas normas generales, permite situarlo en la posibilidad de emitir un 
acto de autoridad, al estar obligado a pagar una pensión durante la vida del pensionado, con motivo del 
contrato que celebran a cambio de recibir los recursos acumulados en la cuenta individual en los términos 
previstos por las indicadas disposiciones. Por lo que el nexo jurídico entre el asegurador privado y el 
asegurado, en el caso, no genera relaciones de particulares en el ámbito de la autonomía de la voluntad, sino 
conformes con el carácter vinculante de las propias normas que rigen la función del asegurador. 
TERCER TRIBUNAL COLEGIADO DE CIRCUITO DEL CENTRO AUXILIAR DE LA DÉCIMA REGIÓN, CON RESIDENCIA 
EN SALTILLO, COAHUILA. 
Amparo en revisión 469/2022 (cuaderno auxiliar 740/2022) del índice del Segundo Tribunal Colegiado del 
Vigésimo Cuarto Circuito, con apoyo del Tercer Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Décima 
Región, con residencia en Saltillo, Coahuila de Zaragoza. 10 de noviembre de 2022. Unanimidad de votos. 
Ponente: Hugo Alejandro Bermúdez Manrique. Secretario: Gustavo Salvador Morales Landín.  
Nota: La tesis aislada 1a. XXI/2022 (10a.) citada, aparece publicada en el Semanario Judicial de la Federación 
del viernes 27 de mayo de 2022 a las 10:32 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, 
Undécima Época, Libro 13, Tomo IV, mayo de 2022, página 3496, con número de registro digital: 2024694. 
 
Registro digital: 2026795 
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito 
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Undécima Época 
Materias(s): Administrativa 
Tesis: I.11o.A.26 A (11a.) 
Fuente: Semanario Judicial de la Federación.  
Tipo: Aislada 
CADUCIDAD DEL PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO INICIADO A PETICIÓN DE PARTE. NO OPERA UNA VEZ 
CONCLUIDA LA ETAPA DE INSTRUCCIÓN. 
 
Hechos: En el juicio contencioso administrativo el actor demandó la nulidad de la resolución dictada por el 
director divisional de Protección a la Propiedad Intelectual en el recurso de revisión interpuesto en el 
procedimiento de declaración administrativa de infracción. La Sala Especializada en Materia de Propiedad 
Intelectual del Tribunal Federal de Justicia Administrativa declaró su validez e inconforme con esa 
determinación, aquél promovió juicio de amparo directo en el que argumentó que la Sala debió declarar la 
caducidad del procedimiento en razón de que transcurrió en exceso el plazo de tres meses previsto en el 
artículo 60, párrafo primero, de la Ley Federal de Procedimiento Administrativo sin que las partes lo 
impulsaran. 
 
Criterio jurídico: Este Tribunal Colegiado de Circuito determina que no opera la caducidad del procedimiento 
administrativo iniciado a petición de parte, por falta de impulso procesal de las partes, una vez que concluye 
la etapa de instrucción. 
 
Justificación: Lo anterior, porque conforme a los artículos 18 y 60 de la Ley Federal de Procedimiento 
Administrativo, los procedimientos administrativos deben continuarse de oficio, sin perjuicio del impulso 
procesal que puedan darles las partes y su perención dependerá de la forma en que se hayan iniciado, a saber, 
de oficio o a petición de parte; asimismo, los procedimientos promovidos de manera rogada caducarán 
cuando se produzca su paralización por causas imputables al interesado, es decir, cuando correspondiéndole 
el impulso del procedimiento no lo hace, en cuyo caso, la autoridad le advertirá que transcurridos tres meses 
a partir de que surta efectos la notificación de la última resolución dictada sin que realicen las actividades 
necesarias para reanudar su tramitación, se producirá la caducidad del procedimiento y procederá a su 
archivo. Por tanto, como la carga de impulsar el procedimiento seguido en forma de juicio, iniciado a petición 
de parte, concluye para las partes al cerrarse la instrucción, pues en ese momento se han dado las condiciones 
para que se resuelva el fondo del asunto y se dicte la resolución respectiva por parte de la autoridad, es 
evidente que a partir de que se dicta el acuerdo de cierre de dicha etapa no puede operar la caducidad. 
DÉCIMO PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO. 
Amparo directo 359/2021. 2 de marzo de 2023. Unanimidad de votos. Ponente: Paula María García Villegas 
Sánchez Cordero. Secretario: Salvador González Álvarez. 

 

 

Compilación realizada por Mtra. Brenda Mariscal. 

 

Coordinador Mtro. Mario Camposllera García. 

 

Imagen: IS. Héctor Rayas.


